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Resumen 
 
El presente artículo se ceñirá específicamente a analizar como a través de los años se ha 
venido implementando y otorgando un rango de igualdad en materia de pensión de 
sobrevivientes a cónyuges o compañeras permanentes, se estudiará los diferentes conceptos y 
preceptos que han sido fuentes orientadoras en el reconocimiento de derechos pensionales, que a 
la luz de diferentes posturas serán tenidos en cuenta con el fin de llegar a discernir si 
efectivamente puede predicarse dicha igualdad frente al caso concreto. 
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EQUALITY OR DISCRIMINATION IN RESPECT OF COEXISTENCE BETWEEN 
PERMANENT COMPANIONS AND SPOUSES 
 
Abstract 
 
This article is fit specifically analyze how over the years he has been implementing and 
providing a range of survivor pension equal to spouses or permanent companions, will study the 
different concepts and precepts that they have been guiding sources in recognition of their rights, 
which in the light of different positions will be taken into account in order to discern if indeed 
can preach such equality against the case. 
 
Key Words: Pension of survivors, permanent companions, spouses, equality, principle, 
rights. 
 
Introducción 
 
El presente artículo tiene como finalidad que el lector se haga una idea amplia acerca de la 
función legislativa colombiana, su evolución y demás aspectos concernientes al reconocimiento 
de la pensión de sobrevivientes, teniendo presente el tiempo de convivencia del compañero o 
compañera cónyuge, desde el punto de vista de igualdad constitucionalmente reconocido en el 
artículo 11 de la carta política de 1991, siendo a la postre este tratamiento desigualdad, 
inequitativo e injusto, ajustándose principalmente a que ambas instituciones tienen el ánimo de 
conformar una familia de manera permanente y singular, de igual forma, se expondrán una serie 
de conceptos básicos de los principios que entran a regir el tema de la igualdad, así como 
también la evolución normativa e inicios del reconocimiento de la compañera permanente como 
beneficiaria de la pensión de sobrevivientes, estableciendo unos requisitos para cada beneficiaria.   
 
Por consiguiente, el objetivo básico de este articulo será el de ponderar si los requisitos 
legales establecidos para las compañeras permanentes o cónyuges, se enmarcan dentro del 
principio de igualdad, generando así una crítica o simplemente asimilar que lo planteado por 
instituciones como la Corte Constitucional o la Corte Suprema de Justicia si cumple con la 
situación actual y la materialización de sus derechos (cónyuges/compañeras permanentes). 
 
Por una parte, el ordenamiento jurídico Colombiano ha venido evolucionando por varias 
décadas lo que ha permitido un desarrollo jurisprudencial de las altas Cortes, como la Corte 
Constitucional y la Corte Suprema de Justicia, flexibilizando los distintos precedentes que por 
varios lustros se sostuvo en el tema de seguridad social, especialmente, en uniones maritales con 
convivencia simultánea y hoy en día en parejas del mismo sexo, es por esto, que se pretende 
realizar una corta ilustración de cómo ha sido ese avance a nivel jurisprudencial y social respecto 
al tema de reconocimiento de pensión de sobrevivencia y algunos conceptos de igualdad frente a 
los derechos que se le materializan a los (a) cónyuges o a los compañeros (as) permanentes. 
 
Pensión de sobrevivientes entre cónyuges y compañeros permanentes 
 
Colombia evidencia una gran demanda en reclamación de pensiones por sobrevivientes o 
sustitución pensional en comparación en otras contingencias, ello conlleva al problema jurídico 
que se suscita en instancias judiciales al reconocimiento de estas prestaciones por el operador 
judicial en el conflicto entre compañeros o compañeras permanentes, cónyuge de pensionado o 
afiliado, en donde cada vez se ven casos tan reales y tan paradigmáticos que ponen entre dicho la 
normatividad vigente, por lo tanto, es necesario pensar si efectivamente las condiciones 
planteadas por los legisladores encajan en los sucesos actuales y que lo único a lo que conllevan 
es al congestionamiento del aparato judicial y a la incertidumbre de una familia que a fin de 
cuentas son los que finalmente se beneficiaran de la prestación económica de una pensión que 
esperan se le reconozca.  Por otra parte, se tiene el argumento y el punto de vista que de la norma 
realicen los jueces de la república, en el entendido de que son ellos los quienes interpretan la 
norma, emiten sus conceptos y cambian sus posiciones frente a cada caso en concreto, es esto 
entonces a lo que se estarían enfrentando las posibles beneficiarias de la pensión de 
sobreviviente.   
 
Por consiguiente y tal como se plantea en el aparte anterior, la consecuencia es, según  
Alexy (1993), que  
La fórmula hay que tratar “igual a lo igual y desigual a lo desigual” no es interpretada como 
exigencia dirigida a la forma lógica de las normas sino como exigencia a su contenido, es 
decir, no en el sentido de un mandato de igualdad formal sino material. (citado por 
Villacorta, 2006, p. 120)  
 
De lo que también se puede establecer, una concreta vinculación del legislador a tal 
mandato constitucional, quiere decir esto entonces, que la norma debe interpretarse de acuerdo al 
caso que pretenda materializarse, no solo en el sentido estricto de la norma sino teniendo en 
cuenta el contexto de aplicación.  
 
Hay mencionar que mencionar, además que la pensión de sobrevivientes es un derecho 
irrenunciable, por cuanto permite a los beneficiarios que consagra el artículo 47 de la ley 100 de 
1993 modificado por la ley 797 de 2003, pues se convierte en la legitimación para reemplazar a 
la persona afiliada o pensionada, hablando en sentido económico. 
 
Principio de igualdad “Robert Alexy” 
 
La conclusión que Alexy (1993) propone es que,  
La norma de igualdad de tratamiento y desigualdad de tratamiento opera de forma 
asimétrica ya que obliga prima facie a un tratamiento igual salvo que existan razones que 
justifiquen un tratamiento desigual por lo que a favor de la igualdad de iure existe una carga 
de argumentación que no existe a favor de la igualdad de hecho. (citado por Hierro, 2007, 
p. 268)  
 
Como resultado, unos de los preceptos más importantes en cuanto a la igualdad y donde 
podría irse vislumbrando de donde fueron tomados los fundamentos que dieron así vida a una 
serie de normas que fueron abordando el tema que hoy ocupa como lo es la pensión de 
sobrevivientes definida por Martínez (2009) como, 
La transmisión o subrogación del derecho de pensión del pensionado fallecido  a los 
beneficiarios o causahabientes” de igual forma algunos doctrinantes como el que aquí se 
nombra han indicado que la pensión de sobrevivientes es “uno de los mecanismos 
instituidos por el legislador para garantizar a la población el amparo contra las 
contingencias derivadas de la muerte, mediante el reconocimiento  de las pensiones a sus 
beneficiarios. (p. 21). 
 
Entendiendo el anterior concepto del principio de igualdad como la aplicación de la norma 
teniendo en cuenta el caso puntual, hasta el punto de que si la norma al aplicarse debe variar o 
debe ser contextualizada a un asunto en específico, así deberá materializarse el derecho y no ser 
exegético al punto de desconocer o dejar de reconocer derechos a las compañeras que logren 
acreditar o cumplan con unos requisitos ya estipulados normativamente. 
 
Es importante resaltar que, el sentido de la igualdad en su principio de igualdad sustancial 
en el cual data como los derechos sociales se configuran como derechos de igualdad entendida 
en el sentido de igualdad material o sustancial. Por consiguiente,  Prieto Sanchís (1995) asegura 
que 
La otra cara de la igualdad, la igualdad jurídica o ante la ley, es precisamente una de las 
primeras manifestaciones de las libertades individuales; pero, sobre todo, porque 
constitucionalmente no cabe establecer una contraposición rígida entre libertad e igualdad 
ni por tanto, entre los derechos adscribibles a una y otra. (p. 18).  
 
Es aquí donde entra en juego un papel muy importante como lo es el trato igual entre 
iguales y la proporcionalidad en el reconocimiento de derechos además del cumplimiento de 
requisitos que deben acreditar cada una de las beneficiarias bien sean compañeras permanentes o 
cónyuges.  
 
Convivencia efectiva entre cónyuges y compañeras permanentes 
 
El reconocimiento de la pensión de sobrevivientes se materializa con la convivencia que 
cada una logre acreditar con el afiliado fallecido, he aquí entonces unos conceptos en los cuales 
se encuentra que el principio de igualdad ha venido generando una revolución social, por cuanto 
su campo de aplicación a cónyuges y compañeros permanentes se ha venido equiparando, y le ha 
permitido tanto a la compañera acceder al reconocimiento pensional por el hecho de acreditar un 
requisito mínimo el cual es la efectiva convivencia 
 
Sin embargo, es de analizar hasta qué punto la igualdad encaja frente a los requisitos 
atribuibles a las beneficiaras, es decir, si la cónyuge convive 20 años con su esposo esto en 
cualquier tiempo y posteriormente convive 5 años con su compañera permanente, al este fallecer, 
la pensión claramente le será reconocida a ambas en proporción al tiempo de convivencia, pues 
la compañera acredito convivencia durante los últimos 5 años incluso hasta el momento de su 
fallecimiento; y si el caso fuera de convivencia de la compañera por 10 años y luego los últimos 
5 años de convivencia con la cónyuge hasta el fallecimiento, la pensión le será reconocida 
entonces a la cónyuge y aquí la compañera, a pesar del lapso de convivencia pierde el derecho, 
he aquí entonces una muestra de cómo se desdibuja la igualdad y que la compañera como quiera 
siempre va a estar en desventaja frente a los derechos que se le reconocen a la cónyuge. 
 
La exigencia de convivir durante un lapso de 5 años en cualquier tiempo para lograr 
beneficiarse de una pensión de sobrevivientes, es un beneficio que ampara los vínculos 
matrimoniales y quebranta los derechos de igualdad, seguridad social, libre desarrollo de la 
personalidad o protección integral de la familia para los que no cumplen dicha formalidad, es 
decir para los compañeros (as) permanentes. Y se habla de vulnerabilidad, por cuanto el fin del 
constituyente cuando promulgó la constitución política era acabar con un Estado exegético e 
imponer la voz del pueblo.  
 
Por lo tanto, la familia es el núcleo esencial de la sociedad y la carta política pregona una 
protección igual para las uniones conformadas por la decisión libre de contraer matrimonio o 
formar un vínculo natural, desde el punto de vista constitucional no existe una postura razonable 
para otorgarle un trato diferente a los compañeros (as) permanentes, lo anterior, tiene sustento en 
que las relaciones familiares se basan en igualdad de derechos y deberes ante el Estado o la Ley, 
cualquier forma de discriminación debe ser sancionada por la ley. 
 
La Institución familiar se concibe como una manifestación del libre desarrollo de la 
personalidad, independiente del nombre que se le otorgue, unión libre o matrimonio, por esta 
razón, resulta injusto seguir negando beneficios o derechos a los vínculos informales, solo por el 
hecho de que estas personas decidieron conformar un núcleo familiar sin trámites legales ante 
Notaria o Iglesias. Además, estas relaciones de pareja se construyen bajo los mismos principios 
de los que contraen nupcias. 
 
Por consiguiente, imponer reglas, normas o limitar el tiempo para declarar la existencia de 
uniones libres, no está justificada bajo criterios razonables y objetivos, pues al compañero (a) 
permanente se le impone una carga de conservar la relación de pareja antes del fallecimiento del 
afiliado y pensionado, mientras que a las esposas (os) se le otorga el beneficio de convivir sólo 5 
años continuos en cualquier momento de la relación.  
 
Si bien las condiciones de relación entre compañeros (as) permanentes y cónyuges no son 
las mismas, porque los primeros aparentemente son ocultos ante la ley; el Estado debe darle 
prioridad a los principios que le dieron origen a la familia. Aunque la Corte Constitucional ha 
reiterado en varias oportunidades que el matrimonio y la unión marital de hecho no son iguales, 
también ha otorgado paulatinamente beneficios a las relaciones informales, no existe razón 
suficiente que impida que los compañeros gocen de privilegios pensionales como el establecido 
por la Corte Suprema de Justicia de exigir a las (os) cónyuges cinco años de convivencia 
continuos en cualquier época.  
 
Con la evolución de las instituciones familiares en Colombia como lo son las  uniones 
libres entre parejas heterosexuales y homosexuales, resulta justo que las altas Cortes de 
Colombia concedan igualdad absoluta frente a las prebendas que goza el matrimonio, pues la 
Corte Constitucional ha precisado que el trato discriminatorio excluye los derechos 
fundamentales del ordenamiento jurídico. No existe razón para seguir afirmando que las 
personas en unión libre constituyen una institución diferente al rito simbólico del matrimonio.  
 
Resulta interesante analizar las costumbres arraigadas del país de tener una extensa 
descendencia, es decir que, la mujer que formó el hogar y brindo los cuidados especiales a los 
hijos con el fin de que el cónyuge construyera un patrimonio o pensión, se le niegue el derecho 
pensional solo porque en los últimos años anteriores al fallecimiento del pensionado o afiliado 
por alguna circunstancia se presentó la separación de cuerpos.  
 
Conviene subrayar que, la familia como institución derivada de la voluntad del ser humano, 
tiene como características: la vida en común, ayuda mutua, sostenimiento económico, educación, 
solidaridad; lineamientos que permearon dentro del sustento que estableció el legislador al 
momento de establecer los requisitos de la pensión de sobrevivientes. Se insiste, un protocolo 
formal no varía los principios establecidos anteriormente o no le resta connotación a la 
institución de la familia. 
 
La regulación de normas especiales en materia de pensión se ajusta a los mandatos 
constitucionales siempre y cuando se establezca un nivel de protección igual; ya que la 
aplicación de un precepto legal que resulte menos favorable para los compañeros (as) 
permanentes se puede trasformar en una violación al derecho fundamental de igualdad. Dentro 
de este contexto es preciso adentrarse a situaciones análogas donde la Corte Constitucional se ha 
convertido en un tribunal flexible en conceder beneficios prestacionales, como es el caso de los 
derechos de las personas del mismo sexo. Es en este punto donde se deben equiparar los 
derechos fundamentales de las parejas, independientes al protocolo que intermedie entre ellas y 
con fundamento en el libre desarrollo de la personalidad. 
 
Como consecuencia lógica del respeto por la dignidad de la persona, se encuentra el de libre 
desarrollo de la personalidad, cuyo núcleo esencial protege la libertad general de acción, 
involucrando el derecho a la propia imagen y la libertad sexual, entre otras manifestaciones de la 
personalidad merecedoras de protección. El derecho al libre desarrollo de la personalidad, 
conocido también como derecho a la autonomía e identidad personal, busca proteger la potestad 
del individuo para autodeterminarse; esto es, la posibilidad de adoptar, sin intromisiones ni 
presiones de ninguna clase, un modelo de vida acorde con sus propios intereses, convicciones, 
inclinaciones y deseos, siempre, claro está, que se respeten los derechos ajenos y el orden 
constitucional.  
 
Así, puede afirmarse que este derecho de opción comporta la libertad e independencia del 
individuo para gobernar su propia existencia y para diseñar un modelo de personalidad conforme 
a los dictados de su conciencia, con la única limitante de no causar un perjuicio social. Se 
configura una vulneración del derecho al libre desarrollo de la personalidad cuando a la persona 
se le impide, de forma arbitraria, alcanzar o perseguir aspiraciones legítimas de vida o valorar y 
escoger libremente las circunstancias que dan sentido a su existencia. 
 
De manera que, para que una limitación al derecho individual al libre desarrollo de la 
personalidad sea legítima y, por lo mismo no arbitraria, se requiere que goce de un fundamento 
jurídico constitucional. No basta que el derecho de otras personas o la facultad de la autoridad se 
basen en normas jurídicas válidas, sino que en la necesaria ponderación valorativa se respete la 
jerarquía constitucional del derecho fundamental mencionado (Corte Constitucional de 
Colombia, Sentencia C-336, 2008). 
 Precedentemente, se ha aludido que las personas que sostienen una convivencia en unión 
libre tienen derecho al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, siempre y cuando 
acrediten como mínimo cinco años de convivencia en cualquier tiempo, sin embargo y dado que 
en Colombia existen normas que diferencian en términos legales una unión libre de un 
matrimonio, cabe resaltar que, el legislador o a nivel jurisprudencial deberían establecer 
requisitos mínimos para garantizar el principio de igualdad, es decir, a las personas que han 
decidido establecer una unión bajo el vínculo matrimonial se les ha garantizado una pensión de 
sobrevivientes independiente del tiempo de separación.   
 
Así mismo, es preciso traer a colación aquellas situaciones donde las parejas que convivían 
en unión libre decidieron separarse, no obstante, el vínculo afectivo de auxilio mutuo, apoyo 
económico o espiritual se sostuvo hasta la fecha de fallecimiento del afiliado. En estas 
circunstancias, los Fondos de Pensiones o los jueces de la república deberían considerar al 
momento de reconocer una pensión de sobrevivientes. Se reitera que, no solo se trata de 
convivencia de cinco años en cualquier época, pues existen núcleos familiares que conservan los 
principios de la familia hasta el fallecimiento de alguno de los compañeros permanentes.  
 
Evolución normativa y jurisprudencial de la pensión de sobrevivientes en Colombia y 
su impacto social 
 
Desde Alemania exactamente en la última década del siglo XIX por la decadencia de las 
instituciones encargadas de la protección social, Colombia tomó este sistema para la 
implementación de la seguridad social. Desde el nacimiento de la Republica de Colombia hasta 
el año 1945, no se habló de la seguridad social como una institución encargada de cubrir las 
necesidades. Posteriormente, se crea la seguridad social como un mecanismo de protección para 
los individuos con el fin de la satisfacción de la necesidad social y amparada por nuestra 
constitución como un derecho fundamental. 
 
Una de las primeras normas que hablo de la pensión de sobrevivientes fue la Ley 90 de 
1946 que creo el seguro social obligatorio y la cual se refirió a la pensión de sobrevivientes 
indicando que solo podía ser solicitada por la viuda o viudo invalido (Congreso de Colombia, 
1946).  Luego con la entrada en vigencia de la Ley 33 de 1973, se unifica la expedición de 
normas que amparan no solo al sector publico sino también al sector privado; de otro lado esta 
ley es pionera en el sentido de que fue a partir de ella que se crea el precedente de que pueda 
existir compañera permanente, para lo cual la misma dispuso que sería excluyente siempre y 
cuando no existiera cónyuge; queriendo decir, que si la compañera permanente solicitaba el 
reconocimiento de la pensión se debía revisar de que no existiera cónyuge, porque si este existía 
no podría ser otorgada la pensión a la compañera permanente sino a la cónyuge (Congreso de 
Colombia, 1973).  
 
Por su parte la ley 12 de 1975, contemplaba que la compañera permanente solo gozaba del 
derecho a la pensión de sobreviviente siempre y cuando demostrara el cumplimiento de los 
requisitos que la ley exigía, también se refirió al termino viuda y deja claro que debía referirse a 
cónyuge supérstite terminando aquí con las controversias que se generaban (Congreso de 
Colombia, 1975).  En relación sobre el derecho del viudo, al poco tiempo la Ley 4 de 1976, 
amplio los beneficios de la pensión al viudo (Congreso de Colombia, 1976). De igual manera, se 
encuentra la Ley 71 de 1988, la cual refiere a los beneficiarios de la pensión de sobrevivientes, 
ampliándolos a padres o hermanos que dependan económicamente del causante (Congreso de 
Colombia, 1988) .  
 
Cuando el legislador expide la Ley 100 en el 1993, la cual entro a regular el sistemas 
general de seguridad social frente al tema de pensiones, hablando de dos regímenes que eran 
aplicables a la pensión de sobrevivientes, el primero del régimen de prima media y el segundo el 
de ahorro individual teniendo los mismos requisitos y beneficios exceptuando que en el primero 
solo entran los hermanos cuando se trate de que no exista ningún otro beneficiario con mejor 
derecho (Congreso de Colombia, 1993). 
 
Contiguo a lo anterior, en el 2003 la Ley 797 desarrollo el tema de la convivencia 
simultánea en su artículo 3, norma demandada constitucionalmente por considerarse violatoria 
del derecho fundamental a la igualdad (Congreso de Colombia, 2003), pero fue declarada 
exequible condicionada por la Corte Constitucional en el entendido de que la pensión deberá ser 
dividida de manera proporcional al tiempo de convivencia con el causante (Corte Constitucional 
de Colombia, Sentencia C-1035, 2008).  
 
Por su parte quien tampoco se ha quedado atrás ha sido la Corte Constitucional la cual 
mediante la Sentencia T-173-94 otorga el carácter de fundamental a la pensión de sobrevivientes, 
definiéndola como,   
La pensión forma parte del patrimonio del trabajador y al fallecer éste surge la sustitución 
de pensión en forma vitalicia a la viuda, para protegerla económicamente, y a los hijos 
menores y a los hijos inválidos para que no queden desamparados quienes dependían 
económicamente del trabajador fallecido. Este derecho es cierto e indiscutible, 
irrenunciable. Ese derecho, para los beneficiarios es derecho fundamental por estar 
contenido dentro de valores tutelables: el derecho a la vida, a la seguridad social, a la salud, 
al trabajo. Es inalienable, inherente y esencial. Y, hay una situación de indefensión del 
beneficiario respecto a quien debe pagarle la mesada. (Corte Constitucional de Colombia, 
Sentencia No. T-173, 1994) 
 
Al respecto la Corte viene confirmando su posición respecto a la sustitución pensional, hoy 
pensión de sobreviviente, que lo califica como derecho fundamental en sentencia T-292/95, el 
cual precisa, 
Para la Corte es necesario reiterar que la pensión de invalidez y su equivalente, la 
sustitución pensional, son medidas de justicia social a favor de personas que se encuentran 
en situaciones de involuntaria e insufrible necesidad o, que por circunstancias de debilidad 
manifiesta, de carácter económico, físico o mental, requieren un tratamiento diferencial 
positivo o protector, con el fin de recibir un trato digno e igualitario en la comunidad 
(inciso 2 y 3 del artículo 13 C.N.). (Corte Constituciona de Colombia, Sentencia No. T-292, 
1995) 
 
Precisa la Corte Constitucional en su Sentencia T 122/00, la ley colombiana ha contemplado 
la sustitución pensional como un mecanismo de seguridad social orientado a proteger a los 
allegados de quien muere siendo titular de una pensión. Se trata de garantizar a los sobrevivientes, 
normalmente el cónyuge supérstite o el compañero o compañera permanente que sobrevive, y por 
supuesto a los hijos, que dispondrán de unos recursos para su digno sostenimiento, en forma tal 
que el deceso del pensionado no signifique una ruptura que afecte los derechos fundamentales del 
núcleo familiar. (Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T-122, 2000) 
 
Teniendo en cuenta lo dicho anteriormente, Colombia como estado social de derecho, debe 
ser garante de derechos fundamentales, de lo contrario se daría paso a una discriminación que 
atenta contra principios fundantes como la igualdad.  
 
Menoscabar el principio de igualdad constituye la limitación del ejercicio de los derechos y 
libertades de varias personas, pues no resulta justo privilegiar un grupo poblacional sin 
justificación alguna. La igualdad que propugna la Constitución política en materia de uniones 
maritales y vínculos matrimoniales, inicialmente llevan a concluir que se las ha otorgado 
beneficios idénticos en materia civil y pensional, no obstante al examinar minuciosamente, no se 
puede hablar de igualdad en este campo, ya que la formalidad legal prevalece sobre aquellos 
vínculos naturales que forman núcleos familiares.  
 
En este sentido, el legislador ha promulgado leyes o normas que vulneran la carta superior, 
especialmente el artículo trece, no tiene sentido equiparar líneas dignificantes sobre el respeto 
que merece el concepto de familia, cuando aún se amparan normas obsoletas del derecho civil 
para perjudicar aquellas convivencias que nacieron de la informalidad.  
 
Actualmente, la Honorable Corte Constitucional no rinde un trato igualitario al concepto de 
convivencia formal e informal, pues aún acoge los legados de la Ley 54 de 1990, 
Las distinciones entre los mecanismos probatorios de la sociedad conyugal y de la 
sociedad patrimonial han sido consideradas legítimas –dentro de ciertos límites- desde el 
punto de vista constitucional, dadas las diversas dinámicas y consecuencias que se generan 
a causa de las características particulares de las figuras que les pueden dar origen: el 
matrimonio y la unión marital. En efecto, la jurisprudencia ha reconocido distinciones 
conceptuales: “El matrimonio no es pues la mera comunidad de vida que surge del pacto 
conyugal; ésta es el desarrollo vital del matrimonio, pero no es lo esencial en él. La esencia 
del matrimonio es la unión jurídica producida por el consentimiento de los cónyuges”. 
(Corte Consitucional de Colombia, Sentencia C-257, 2015) 
 
De otro lado, la dinámica del compromiso en la unión de hecho es distinta, la construcción 
de una vida en común por parte de los compañeros resulta la fuente que justifica la decisión de 
conformarla. El consentimiento no pretende avalar un vínculo formal, sino constituir una 
comunidad de vida, por encima incluso del reconocimiento legal. Si bien los cónyuges y los 
compañeros permanentes buscan en esencia los mismos propósitos, no es menos cierto que cada 
pareja lo busca por caminos distintos, ambos protegidos por la Constitución bajo la idea de que 
uno de esos objetivos es comúnmente la conformación de una familia. De hecho, la libre 
autodeterminación de los miembros de la pareja es la que define si prefieren no celebrar el 
matrimonio y excluir de su relación del régimen jurídico propio de ese contrato (Corte 
Consitucional de Colombia, Sentencia C-257, 2015). 
 
En este orden de ideas, es evidente que el alto tribunal de cierre constitucional genera la 
distinción entre unión marital y matrimonio, lo que representa un acto discriminatorio para todas 
las personas que han defendido el concepto de informalidad dentro de un vínculo familiar. El 
concepto de familia tiene su génesis en las uniones de personas que decidieron de forma natural 
conformar un núcleo familiar, así mismo de dicho concepto se desprende la figura formal de las 
sociedades patrimoniales, que ha sido protegida por en el ordenamiento jurídico, sin embargo, se 
habla de una distinción entre la unión marital de hecho y la unión matrimonial, omitiendo que 
ambas cumplen roles similares dentro de la sociedad. No resulta coherente afirmar que, las 
personas que sostienen una convivencia dentro del círculo informal de la sociedad, representen 
otro tipo de figura familiar y que a falta de un documento formalizado en notaria se les nieguen 
beneficios patrimoniales y pensionales.  
 
Se presume que el orden judicial ha respetado las normas que de antaño generan el trato 
diferenciador entre unión de hecho y matrimonio, este punto establece controversia con los fines 
esenciales del estado garantista que reposa en el honorable articulado de la carta magna 
colombiana, pues al momento de innovar nuevos conceptos de igualdad omitieron reconocer 
iguales derechos a los núcleos familiares.  
 
En efecto, la creación de la institución jurídica de la unión marital de hecho puede disponer 
efectos económicos o patrimoniales, en relación con los miembros de la pareja, pero ello no 
indica los mismos derechos y obligaciones entre cónyuges y entre compañeros permanentes en 
materia patrimonial, se trata de figuras diferentes con regímenes legales disímiles. 
 
La sentencia C-1035 de 2008 resaltó, aunque es necesario proteger a todos los tipos de 
familia sin importar su origen, el matrimonio y la unión marital de hecho son diferentes 
porque el primero genera una relación jurídica con derechos y deberes para las partes que se 
extingue por divorcio, nulidad o fallecimiento, mientras que, en el segundo, la relación nace 
del solo hecho de la convivencia y las partes son libres de culminar su relación con la 
misma informalidad con la que la iniciaron. (Corte Consitucional de Colombia, Sentencia 
C-257, 2015) 
 
Por consiguiente, el principio de igualdad propende por generar un trato sin discriminación 
en situaciones similares, que tienen como fin la evolución de límites que se impuso bajo el 
origen de una sociedad sesgada por esclavitud, machismo, contiendas políticas.  
 
La Honorable Corte Constitucional comparte la  famosa formulación aristotélica de “tratar 
igual a los iguales y desigual a los desiguales”, la doctrina y la jurisprudencia se han esforzado 
en precisar el alcance del principio general de igualdad  al menos en su acepción de igualdad de 
trato del cual se desprenden dos normas que vinculan a los poderes públicos: por una parte un 
mandamiento de tratamiento igual que obliga a dar el mismo trato a supuestos de hecho 
equivalentes, siempre que no existan razones suficientes para otorgarles un trato diferente. 
 
Del mismo modo, el principio de igualdad también comprende un mandato de tratamiento 
desigual que obliga a las autoridades públicas a diferenciar entre situaciones diferentes. Sin 
embargo, este segundo contenido no tiene un carácter tan estricto como el primero, sobre todo 
cuando va dirigido al Legislador, pues en virtud de su reconocida libertad de configuración 
normativa, éste no se encuentra obligado a la creación de una multiplicidad de regímenes 
jurídicos atendiendo todas las diferencias, por el contrario se admite que con el objeto de 
simplificar las relaciones sociales ordene de manera similar situaciones de hecho diferentes 
siempre que no exista una razón suficiente que imponga la diferenciación. (Corte Constitucional 
de Colombia, Sentencia C-250,  2012) 
 
Teniendo en cuenta todo lo anterior, es importante afirmar que a las compañeras o 
compañeros permanentes se les concede un trato diferente para efectos de conceder beneficios 
pensionales, situación que ubica a dicho grupo de personas bajo vulnerabilidad de derechos 
fundamentales; si bien existe una serie normatividad y jurisprudencial, que trataron de equiparan 
las situaciones que se venían presentando en torno al reconocimiento de la pensión de 
sobrevivientes fuera cónyuge o compañero (a) permanente. 
 
Se evidencia que a pesar de ello se vienen presentando una serie de situaciones que si se 
analiza detenidamente no tienen razón de ser y desnaturaliza el llamado principio de igualdad 
que tanto se profesa, si una pareja decide unirse bajo el ritual del matrimonio y su relación 
perdura solo por los primeros 5 años continuos y  posteriormente la “esposa” inicia a convivir 
con una nueva persona por el lapso de 20 años, la “esposa” fallece y durante los últimos 5 años 
de vida no convivió con nadie y al fallecer, entonces, viene el esposo con el que convivio solo 
los primeros 5 años luego del matrimonio y viene su compañero permanente con quien convivio 
20 años  continuos pero no últimos años de vida y de acuerdo a lo que consagra la ley, el derecho 
le corresponde al esposo con quien solo convivio 5 años, entonces conforme a lo que se ha 
venido abordando en el presente artículo, ¿Dónde queda aquí la igualdad?, no se comparte el 
criterio para negarle una prestación económica a quien ha construido y ha hecho parte de un gran 
tiempo en su vida y que no hay razón de ser en el entendido que el derecho podría habérsele 
concedido también al compañero permanente.  
 
Conclusiones 
 
Los compañeros permanentes separados de hecho, sin la presencia de un vínculo legal, no 
puede interpretarse de forma exegética, en virtud del principio de igualdad, es procedente que el 
legislador tome como factor determinante para reconocer la calidad de beneficiario (a) de una 
pensión de sobrevivientes la solidaridad, acompañamiento espiritual o económico, aún en la 
separación, de lo contrario se atenta contra los principios rectores de la constitución política.  
 
Resulta injusto negar el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes a un 
compañera (o) permanente que ha dedicado toda su vida a fortalecer un núcleo familiar, pero 
antes del fallecimiento del afiliado o pensionado existió una separación de cuerpos, lo anterior 
por cuanto la dependencia económica se convierte en fuente fundamental para la subsistencia del 
beneficiario sobreviviente. 
 
Colombia se considera un Estado Social de Derecho y la Corte Constitucional es el órgano 
de cierre que vigila la legalidad de la Constitución política, así mismo la Honorable Corte se ha 
convertido en un ente garante al momento de reconocer pensiones de sobrevivientes, 
específicamente a parejas del mismo sexo, esta afirmación lleva a concluir que las compañeras 
(os) permanentes tienen derecho a que se le reconozca la calidad de beneficiarias (os) de la 
pensión de sobrevivientes de un afiliado o pensionado, incluso existiendo separación de hecho. 
Si la ley o la jurisprudencia ha sido tan garante frente a figuras que no estaban establecidas en la 
Constitución Política, no se encuentra razón alguna para negar a dichos beneficiarios la 
prestación de sobrevivientes con una convivencia superior a cinco años en cualquier tiempo.  
 
A través del tiempo la ley reconoció la legalidad de la figura de unión marital, no obstante, 
actualmente resulta injusto que exista distinción entre el trato de cónyuges y compañeros 
permanentes, no se ha presentado la igualdad entre estos, lo que vulnera los derechos 
fundamentales de las personar que no tienen un vínculo formal o legal, no existe razón suficiente 
para negar el derecho a la pensión de sobrevivientes a quienes decidieron formar una unión 
marital de hecho. 
 
Las personas que sostienen una convivencia bajo la figura de la unión marital de hecho, les 
asiste el derecho al reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes, así exista de por 
medio una separación de hecho; toda vez que la finalidad de la pensión causada por el 
fallecimiento del afiliado o pensionado es proteger la situación económica de los beneficiarios.  
 
Si se establecen beneficios para los cónyuges, también se deben garantizar a las personas 
que conviven en unión libre, un término legal no elimina derechos fundamentales y más cuando 
se trata de persona que contribuyeron a construir no sólo una familia, sino un patrimonio 
económico. 
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